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PROYECTO DE LEY
El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza; 
Ley:
ARTÍCULO 1°: Refórmese el Decreto Ley Nº 9.650/1980 “INSTITUYENDO EL REGIMEN DE PRESTACIONES PREVISIONALES DE LA PROVINCIA. MODIF.8587. DEROGA LEYES 8886, 8978, 9259, 9340, 9494 -Texto Ordenado por Decreto 600/1994 y posteriores modificatorias-”, conforme a las disposiciones que se establecen a continuación:
ARTÍCULO 2°: Modificase el artículo 24º del Decreto Ley Nº 9.650/1980, Capítulo I “Jubilación Ordinaria”, Titulo II “Prestaciones”, el que quedará redactado de la siguiente manera:      
“Artículo 24º.- Tendrán derecho a la jubilación ordinaria los afiliados que acrediten haber prestado mayor cantidad de años de servicio con aportes en uno o más regímenes jubilatorios comprendidos en el sistema de reciprocidad y/o regímenes especiales de regularización de deuda previsional, pudiendo optar por el organismo otorgante en caso que existiese igual cantidad de años de servicio con aportes, y que reúnan las siguientes condiciones: 
a) Hubieran cumplido sesenta (60) años de edad y treinta (30) años de servicios con aportes.

b) Hubieran cumplido cincuenta (50) años de edad y veinticinco (25) años de servicios docentes como maestros al frente directo de alumnos o profesores con veinte (20) horas cátedra, en cualquiera de las ramas de la enseñanza. 
c) Hubieran cumplido cincuenta (50) años de edad y veinticinco (25) años de servicios docentes, si acreditan diez (10) años como mínimo al frente directo de alumnos, en cualquiera de las ramas de la enseñanza. 

d) Hubieran cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad y treinta (30) años de servicios docentes en cualquiera de las ramas de la enseñanza.
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Los servicios prestados en otras jurisdicciones debidamente reconocidos, serán considerados docentes a los fines de este artículo, cuando fueren prestados en la enseñanza preescolar, primaria, media o superior en establecimiento educacional oficial, o privado incorporado a la oficial por la autoridad que corresponda.
Al único fin de acreditar el mínimo de servicios necesarios para el otorgamiento de la jubilación ordinaria se podrá compensar el exceso de edad con la falta de servicios, en la proporción de dos (2) años de edad excedentes por uno (1) de servicios faltantes.”
ARTICULO 2º.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el término de noventa (90) días a partir de su promulgación.

ARTICULO 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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FUNDAMENTOS:

Señor Presidente:

Sometemos a consideración de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos aires, el presente proyecto de ley el cual tiene por objeto la instrumentación efectiva en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, de determinados preceptos previsionales consagrados en nuestra carta magna y la consecuente ley nacional 24.241, propiciando con ello una reforma previsional provincial tendiente a adaptar y compatibilizar los derechos e instituto de naturaleza previsional establecidos en el Decreto Ley Nº 9.650/1980 “Régimen de Prestaciones Previsionales de la Provincia”, con relación a los principios y derechos fundamentales que se enuncian y desprenden del citado ordenamiento jurídico nacional; de modo de cumplimentar con la manda constitucional prescripta en el artículo 31º de nuestra Carta Magna, en los siguientes términos: “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso … son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella”.
La necesidad de la presente reforma y por tanto de la pretendida compatibilización y adaptación de preceptos jurídicos de naturaleza previsional, opera en distintos sentidos, o si se quiere en distintas materias, respecto de las cuales corresponde pronunciarnos y avocarnos para su mejor comprensión:
· Modificación del Requisito de Aportes:
A partir de la reforma del inciso a) del artículo 24º del Decreto Ley Nº 9.650/1980, Capítulo I “Jubilación Ordinaria”, Titulo II “Prestaciones”, se pretende la modificación del requisito de aportes jubilatorios que deben alcanzar los afiliados a los fines de la obtención del beneficio de jubilación ordinaria. Se propicia en concreto, la reducción de la cantidad de años de servicio establecida en el citado articulado, reemplazando en consecuencia la vigente cantidad de treinta y cinco (35) años establecida por el citado articulado, por la cantidad de treinta (30) años de servicios, de modo tal, como ya fue advertido, de compatibilizar la pertinente legislación previsional respecto de las prescripciones consagradas en la ley 24.241 a partir de su artículo 19º.
Vale advertir, que sin perjuicio de las pretensiones de reforma en torno al recaudo de años de servicios necesarios para la obtención del beneficio jubilatorio ordinario, el requisito de edad se mantiene en 60 años para ambos sexos, entendiendo prudente tal medida en consonancia con la pretensión de compatibilización de los regímenes previsionales estatales en cuestión.   

· Modificación del Sistema de Reciprocidad:
Los argumentos esbozados en torno a la mentada adecuación jurídica previsional, también son de aplicación para el presente ítems, proponiéndose en consecuencia la adecuación del sistema de reciprocidad mentado por el artículo 24º del Decreto-Ley Nº 9.650/1980, respecto del previsto en el régimen previsional nacional, encontrando recepción jurídica a partir de los artículos 19º y 118º de la ley 24.241, en los siguientes términos “Será organismo otorgante de la prestación cualquiera de los comprendidos en el sistema de reciprocidad, en cuyo régimen se acredite haber prestado mayor cantidad de años de servicio con aporte. En el caso de que existiese igual cantidad de años de servicio con aportes el afiliado podrá optar por el organismo otorgante”, formula cuya aplicación se pretende en la órbita de la provincia de Buenos Aires, a los fines mencionados.
· Incorporación de los Regímenes especiales de regularización de deuda previsional a los fines del computo del requisito de años de aporte previsional:
Vinculado con la temática del precedente punto, entendemos necesario, oportuno y conveniente propiciar la inclusión en el referenciado artículo 24º, de los “Regímenes especiales de regularización de deuda previsional”, a los efectos del cómputo del requisito de treinta (30) años de servicios que requiere el otorgamiento del beneficio de jubilación ordinaria en el ámbito de la provincia de Buenos Aires.
Inspira tal intención reformatoria razones de justicia social, pues entendemos justo y equitativo incorporar en los alcances del articulado en cuestión, a los sectores de mayor vulnerabilidad social que ingresaron en planes de inclusión previsional en el ámbito nacional, mediante el otorgamiento de moratorias de pago de deuda previsional, como medida paliativa del flagelo de la informalidad laboral y el desempleo.
Entendemos equitativo por tanto, brindar a los referidos y futuros beneficiarios, la posibilidad de obtener el beneficio jubilatorio ordinario previsto en el Régimen de Prestaciones Previsionales Provincial instituido en virtud del Decreto Ley Nº 9.650/1980; advirtiendo que el pretendido computo de aportes siempre deberá operar en el marco y de conformidad con las reglas del sistema de reciprocidad previsional. 

· Compensación de Exceso de Edad con la Falta de Servicios:
Por último, se pretende avanzar sobre una materia respecto de la cual la legislación previsional provincial adolece de vacío legal. Se propicia entonces incorporar en el artículo 24º del Decreto-Ley Nº 9.650/1980, la posibilidad de compensación de exceso de edad con la falta de servicios, en la proporción de dos (2) años de edad excedentes por uno (1) de servicios faltantes, entendiéndolo como un derecho previsional que encontrando consagración en virtud del artículo 19º de la ley 24.241, merece aplicación inmediata en nuestro ordenamiento jurídico previsional. Sin más, el mismo debe concebirse como un derecho previsional de raigambre constitucional, y que por tanto reuniendo las características de subsidiario, universal, integro, inmediato, igualitario e irrenunciable, corresponde su consagración en el ordenamiento jurídico de la Provincia de Buenos Aires.  
Exteriorizada la necesidad de adaptación constitucional de nuestra legislación provincial en materia previsional, a los fines de reforzar los argumentos del presente proyecto de ley, es dable mencionar los lineamientos y principios constitucionales que rigen sobre la materia en consideración. 

Al respecto, nuestra Carta Magna en su artículo 14 Bis instituye el principio constitucional imperativo de la Seguridad Social. Este artículo fue incorporado a la Constitución Nacional durante la reforma Constitucional de 1957, el cual venía de la Constitución Argentina de 1949 incorporando mejoras para la clase trabajadora, a través de los derechos sociales ahí establecidos. Este artículo en su tercer párrafo establece que "el Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable", aquí aparecen dos de los principios de la Seguridad Social" y que entendemos de aplicación para la materia que pretende regular el presente proyecto. Vale entonces, atento su alcance profundizar en relación a los mismos, a saber:
1.- Solidaridad: la seguridad social debe ser entendida como una obligación de la cual toda la sociedad es responsable respecto de las contingencias que puede sufrir cualquiera de sus componentes. Quien está en mejores condiciones debe auxiliar a quien tiene menos, esa solidaridad se exige porque existe desigualdad frente a las contingencias. Este principio es la base del sistema de Reparto. Este principio tiene como objeto principalmente la necesidad de apoyar en la vejez o en la próxima vejez a quienes tienen muy bajos ingresos, no tienen ingresos y además no poseen ahorros que le permitan hacer frente a sus necesidades en esta etapa de su vida.

2.- Subsidiariedad: los sistemas de la seguridad social tienden a obligar al Estado a que no abandone su responsabilidad de cubrir las posibles contingencias que puede llegar a sufrir cualquiera de los individuos que integran la sociedad que ordena y gobierna. La finalidad es subsidiar, brindar protección a algún sector social frente a las contingencias que lo desequilibran. Para la seguridad social esta obligación del Estado es indelegable y debe ser brindada en todo momento, tanto por el Estado como por medio de los organismos que lo componen.

3.- Universalidad: la cobertura de servicios de la seguridad social se extiende a todos los individuos y grupos que integran un todo social sin ninguna excepción. Comienza protegiendo a un grupo y termina protegiendo a la mayor cantidad posible de la población, por solidaridad y filosofía, para paliar problemas sociales y económicos, y por interés, ya que cuando hay protección, no hay desigualdad y disminuyen las posibilidades de disturbios.

4.- Integralidad: la seguridad social pretende neutralizar los efectos nocivos que producen las contingencias sociales. No solamente engloba a más personas, sino que hay un principio vertical. Se plantean distintas hipótesis: proteger más contingencias en un grupo determinado. La finalidad es brindar cobertura a todas las contingencias que pueden acaecer durante el transcurso de la vida de una persona, como lo son aquellas que afectan su patrimonio, cuando se encuentran por ejemplo con la imposibilidad de ejercer el derecho constitucional a trabajar.

5.- Igualdad: la seguridad social está obligada a brindar igual cobertura a todos los individuos, con la única condición de que estén en igualdad de circunstancias. Se vincula con el principio de la dignidad del hombre y su libertad, ya que al hombre lo preocupa la falta de dignidad frente a las contingencias, en consecuencia debe tenerse en cuenta el grado de necesidad, esto surge de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, donde se establece el derecho a la seguridad social de todas las personas, como miembros de la sociedad.

6.- Inmediación: el bien jurídico protegido es el hombre, por lo tanto, el objeto de la disciplina se dirige a protegerlo contra el desamparo. El beneficio se debe otorgar cuando existe la necesidad, debiendo prevalecer, incluso, por sobre la acreditación del derecho para acceder a él, pues si no hay inmediatez la protección no es ni efectiva ni real. No debemos olvidar que la Corte Suprema en diversos fallos ha sostenido que la cobertura de riesgos de subsistencia y de ancianidad, conforman la finalidad de las leyes previsionales. (Fallos 239: 429; 306: 1650; 312: 802).

En consecuencia, podemos concluir que la finalidad de la Seguridad Social es la de proteger a aquellas personas que por diversas contingencias se encuentran imposibilitados de obtener ingresos para poder satisfacer sus necesidades, a los efectos de que todos los ciudadanos vean satisfecho su derecho del respeto de la dignidad de la persona; y justamente tal lineamiento y principio rector es el que pretendemos inspire al legislador y se constituya mediante su accionar sancionador, en el fundamento y cimiento de la presente reforma.
Por su parte, en el ámbito internacional, la seguridad social ha sido reconocida por los tratados internacionales de derechos humanos como un derecho humano fundamental, que los Estados Partes se han comprometido a desarrollar progresivamente.

Nuestro país ha incorporado, con jerarquía constitucional, un número importante de tratados internacionales de derechos humanos, dentro de los cuales podemos hacer mención, a mero título ejemplificativo, a las cláusulas de los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos que reconocen que toda persona tiene derecho a la seguridad social, a la satisfacción de los derechos, económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad y "a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad". En el mismo sentido se pronuncia el art. 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Está dentro de los fines de nuestro Estado, conforme la Constitución Nacional, "promover el bienestar general", asegurar los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable (14 bis), proveer al progreso económico con justicia social (art. 75 inc. 19) y legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos, en particular "a los ancianos" (75 inc. 23).

Nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su actual integración ha revalorizado el precedente "Bercaitz" (Fallos 289:430,1974) en donde, con la orientación de Sampay, el Alto Tribunal de Justicia había destacado que "el objetivo preeminente" de la Constitución, según expresa su preámbulo, es lograr el "bienestar general" (Fallos: 278:313), lo cual significa decir la justicia en su más alta expresión, esto es, la justicia social, cuyo contenido actual consiste en ordenar la actividad intersubjetiva de los miembros de la comunidad y los recursos con que ésta cuenta con vistas a lograr que todos y cada uno de sus miembros participen de los bienes materiales y espirituales de la civilización. Por tanto, tiene categoría constitucional el siguiente principio de hermenéutica jurídica: in dubio pro justitia socialis. Las leyes, pues, deben ser interpretadas a favor de quienes al serles aplicadas con este sentido consiguen o tienden a alcanzar el "bienestar", esto es, las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse conforme a su excelsa dignidad".
Superadas las cuestiones dogmaticas hasta aquí esbozadas,  consideramos atinado y oportuno advertir que el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires (IPS), constituida como Autoridad de aplicación de la presente y responsable del pago de las prestaciones previsionales, se presenta como un sistema superavitario y por tanto, la viabilidad de las distintas reformas por las que pretende avanzar la presente iniciativa, se encuentran aseguradas desde el punto de vista presupuestario.

Por todo lo expuesto consideramos impostergable la aprobación del presente proyecto a los fines de reconocer nuevos derechos previsionales a un sector de la población trabajadora, por lo cual pedimos a nuestros pares que nos acompañen en la sanción del presente proyecto de ley.

